Gracias señor presidente/a, Feliciana Herrera Ceto, Primera alcaldesa indígena Coordinadora de los B’oq’ol Q’esal Tenam Naab’a – Alcaldía Indígena Ancestral Municipal del pueblo Ixil de Nebaj), el Quiché, Guatemala, un energético saludo para todos y todas.
Desde el 13 de septiembre del 2007, Guatemala, aprobó y firmó la Declaración, pero a la fecha, es poco o casi nada lo que ha realizado para implementarla.
El 2013, la Corte de Constitucionalidad de Guatemala anuló la sentencia por el genocidio Ixil ejecutado durante el conflicto armado por el militar retirado, general José Efraín Ríos Mont.
En 2012, el ejército masacró 6 e hirió a más de 40 personas maya k’iche’ de los 48 cantones de Totonicapán, por protestar pacíficamente, la sentencia dictada este año absolvió a los militares y criminalizó la manifestación.
En 2015, la Corte de Constitucionalidad ordenó realizar 4 procesos de consulta al pueblo ixil; ninguna se ha realizado; pero en 2019, Guatemala presentó ante el CERD, un informe que dichas consultas ya fueron realizadas.
En el territorio ixil, tres hidroeléctricas generan más de 250 megavatios de energía; pero, existen más de 100 comunidades sin energía eléctrica.
En los últimos 30 años, los ixiles hemos utilizado mecanismos jurídicos y políticos para que el Estado garantice nuestros derechos, sancionen el genocidio, restituyan los títulos de nuestras tierras, adecúen las leyes a los postulados de la Declaración; pero, la respuesta ha sido la criminalización, intimidación y represión y las sentencias desfavorables.
La actual elección de Magistrados para las Cortes de justicia, está influenciada por las mafias y el crimen organizado, el presidente de la Corte de Constitucionalidad, Magistrados, Jueces, la Fiscal General del Ministerio Público, el Rector de la USAC y ex militares violadores de derechos humanos incluidos en la lista Engel.
Desde octubre de 2019, tuvimos una Corte Suprema de Justicia inconstitucional, ilegal e ilegítima, sustituida por una similar a finales del año pasado.
El Organismo Legislativo, no tiene una política legislativa con enfoque en la Declaración de Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas.
Los gobiernos municipales tampoco respetan el contenido de la Declaración.  El 1 de septiembre de 2022, fuimos víctimas de un desalojo violento ordenado por el Consejo Municipal del municipio de Nebaj, Quiché, con la complicidad del Ministerio Público y del Organismo Judicial.
Las universidades siguen formando abogados que discriminan el derecho consuetudinario y criminalizan a las autoridades indígenas, la Primera alcaldesa del municipio de Chajul, está criminalizada con la complicidad del Ministerio Público, por la aplicación del derecho consuetudinario.

Las Cortes de justicia deben garantizar la democracia y los derechos humanos por eso pedimos que los expertos de las Naciones Unidas nos ayuden a estudiar y nos asesoren en el proceso de elección de magistrados y en el diálogo que el actual Presidente de la república y las autoridades indígenas estamos desarrollando para que contribuya en la implementación del contenido de la Declaración de las Naciones Unidas sobre derechos de los pueblos indígenas.  Esto solo es una muestra de la realidad. Muchas Gracias.

